PENSIONES  A LOS HIJOS
Hijos Mayores de Edad
· SENTENCIA de 25‑2‑1994 ( 1994\343 ). Rollo de Apelación Civil núm. 226/1993 de la AUDIENCIA PROVINCIAL DE CORDOBA.

 Confrontar con SAP Sevilla, de 26‑4‑1993 (AC 1993, 837); SAP Granada, de 26‑6‑1993 (AC 1993, 2023); SAP Alicante, de 20‑7‑1993 (AC 1993, 1411) y SAP Valencia, de 14‑9‑1993 (AC 1993, 1767).

"... SEGUNDO.‑El artículo 93 ‑párrafo 2.º‑ afirma que «si convivieran en el domicilio familiar hijos mayores de edad o emancipados que carecieran de ingresos propios, el Juez en la misma resolución fijará los alimentos que sean debidos conforme a los artículos 142 y ss. del CC».
En principio las pensiones reconocidas a los hijos, no son pensiones alimenticias o alimentos propiamente dichos, sino, mientras vivan a costa de uno de los cónyuges, y no se hayan independizado económicamente, son propiamente compensación a las «cargas del matrimonio o de la familia», conforme se expresan, en tal aspecto, los artículos 90 y 93 del CC, los que determinan por otro lado, la «contribución» que, a tales fines, deberá realizar el cónyuge que salga de ese entorno familiar. De la anterior premisa, hay que sacar como conclusión, según reconoce la Sentencia de la Audiencia Territorial de Pamplona de 8 octubre 1987, que la esposa apelada está legitimada activamente para pedir tal ayuda, y no los hijos, aunque hayan cumplido la mayoría legal de edad, por cuanto es aquélla y no éstos, mientras los mismos permanezcan en la familia, por su falta de independencia económica, y al no salir de ella, la que debe pedir para levantar esas cargas, cuya dirección y administración corresponde a la misma; otra consecuencia de aquella premisa es la de que la carga no se extingue, sin más, automáticamente, con la llegada de la mayoría de edad de los hijos, indirectamente beneficiarios pues puede y debe prolongarse por cierto período hasta que los hijos alcancen una edad que les faculte un acceso a una colocación estable.
Ello no es obstáculo a que los hijos mayores de edad sean oídos en el pleito matrimonial, pero de ahí no puede concluirse la impertinencia de la asignación judicial de alimentos a su favor; de lo contrario carecería de sentido la reforma operada en el Art. 93 por la Ley 11/1990 (RCL 1990\2139)."
· SENTENCIA de la Sec. 4_ de la A.P. DE LA CORUÑA de 30 de septiembre de 1995:
Confrontar con Sentencias de AP. Bilbao 6/2/95, AP Murcia 26/4/95, AP La Coruña 16/4/94, AP La Coruña 16/1/93.
"El progenitor conviviente con el hijo mayor que carezca de ingresos propios está legitimado, al amparo de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 93 del Código Civil, para reclamar del otro tales alimentos conceptuándolos, más propiamente como carga familiar que soporta tal progenitor al deber hacer frente a los gastos de mantenimiento de tal hijo". Entendemos que tal interpretación no hace sino amparar la solicitud de mi representada en tanto al derecho que se asiste a que las cantidades fijadas en concepto de alimentos continúen siendo retenidas directamente de la nomina."

· SENTENCIA de la Sec. 22_ de la AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID de 24 de septiembre de 1992:
" Por lo que se refiere a la pensión de alimentos solicitada para la hija S, procede desestimar este motivo, pues el órgano a quo hace un perfecto razonamiento de la negativa a conceder esta pensión. Explica dicha resolución que la hija S tienen una edad superior a los 26 años, por lo que no procede fijar a su favor pensión de alimentos, toda vez  que a su edad es práctica social admitida haber concluido los estudios y acceder al mercado de trabajo.  En efecto dicha resolución esta en consonancia con la doctrina emanada de la denominada pequeña jurisprudencia de las Audiencias, que de manera constante y pacifica viene sosteniendo que no parece oportuno establecer con carácter indefinido, en supuestos de separación matrimonial y en aplicación de lo dispuesto en los artículos 91 y 93 del Código Civil la obligación de padre de contribuir a sostenimiento de su hija; sino que, por el contrario, resulta conveniente la fijación de un limite temporal, sin perjuicio de su posible modificación por variación sustancial de las circunstancias, (articulo 91 CC), y en  su caso, del derecho de la hija de solicitar la correspondiente pensión de alimentos si, concluido el tiempo por el que se establece, se encuentra en situación de reclamarlos; límite temporal que debe alcanzar en principio la edad de 23 años".

· SENTENCIA de la Sec. 22_  de la AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID de 15 de octubre de 1992:

" La cuestión de los alimentos de menores emancipados y los que alcanzasen la mayoría de edad no resulta de un automatismo determinado exclusivamente por este hecho cronológico y, ni siquiera, con la concurrencia del factor adicional de que los mismos tuvieren un trabajo remunerado, pues habrá de analizarse la naturaleza y las circunstancias de tal actividad laboral, tanto en lo referente a las condiciones de trabajo como en orden a su remuneración, puesto que el articulo 142 del código civil en su redacción dada por ley 11/81, de 13 de mayo, establece con toda claridad la persistencia de la obligación alimenticia, aun después de la mayoría de edad cuando el alimentista no hubiere terminado su formación por causa que no le sea imputable, precepto que no solo no puede aplicarse a los procesos específicos sobre alimentos, sino también en los derivados de separación y divorcio, dada la adicción de un segundo párrafo al articulo 93 del código civil, realizado por la ley 11/90 de 15 de octubre. Pues bien, esto ocurre en el caso se autos: existen dos hijas mayores de edad que conviven en el domicilio familiar y sin independencia económica; es decir, en principio el articulo 93 es aplicable perfectamente el caso. Ahora bien , surge el problema, conforme a los artículos 142 y siguientes, de si las citadas hijas son merecedoras a dichos alimentos, y en este sentido, de conformidad a lo dispuesto en el articulo 152.4 y conforme a reiterada jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo (vid STS 17 de marzo de 1960, 24 de junio de 1950, 31 de diciembre de 1942), procede estimar el recurso y declarar el cese de la obligación a pasar alimentos, pues las necesidades de las alimentistas derivan, dada su edad y retraso escolar de su propia falta de aplicación en los estudias y al poco afán en buscar trabajo."

· Sentencia del Juzgado de Primera Instancia de Sant Feliú del Llobregat de 12-11-99:

Suprime los alimentos a hijos mayores de edad con trabajo temporal sin llegar al mínimo para independizarse del entorno convivencial materno.
Legitimación para Solicitar Alimentos al Hijo Que Alcanza la Mayoría de Edad
"...Tras la reforma del artículo 93.2 del Código Civil operada por la Ley 11/1990, de 15 de octubre (RCL 1990\2139) , en síntesis, han sido tres las corrientes doctrinales destinadas a dar solución a las situaciones que se planteaban cuando en un proceso de separación, nulidad o divorcio entre los cónyuges, alguno de los hijos comunes del matrimonio, que convive en el mismo hogar familiar de uno de ellos, adquiere la mayoría de edad, por lo que se planteaba la cuestión de si podía intervenir en un proceso en el que, en principio, sólo podían intervenir los cónyuges y si en el curso de un proceso de dichas características podían resolverse la pensión alimenticia a favor del hijo mayor y a cargo de uno de los padres o de ambos.
La primera, conocida como la tesis alimentista, que estima que la pensión alimenticia a que se refiere el artículo 93.II del Código Civil, al remitirse a los artículos 142 y siguientes del mismo Cuerpo Legal, se otorga al hijo y no al progenitor, lo que únicamente legitima a aquél para reclamarlos, por lo que parece requisito ineludible para el otorgamiento de la misma que el beneficiario comparezca de algún modo en el procedimiento o al menos ratificando la petición; y ello porque al adquirir la mayoría de edad, según los artículos 169.2 y 315.1 del Código Civil, se extingue la patria potestad extinguiéndose la representación legal que tienen los padres sobre los hijos menores. Para articular la intervención de los hijos mayores de edad dentro del proceso de separación cabe pensar en la constitución en parte en el proceso, interviniendo adhesivamente, u otorgando poder suficiente a uno de los progenitores.

La segunda de las tesis, conocida como del levantamiento de las cargas, concede una legitimación procesal como sustantiva al cónyuge que permanece en el domicilio familiar en compañía de los hijos mayores de edad no independientes económicamente, sin que tales hijos tengan ninguna intervención en tales procesos, pues los únicos legitimados en dichos procesos son los cónyuges y el Ministerio Fiscal, constituyéndose el cónyuge en la esfera sustantiva, en administrador de los gastos familiares comunes a los hijos del matrimonio.

Por último, cobra cada día más fuerza, la tesis denominada «sustitutoria» o la tesis del «desplazamiento de la legitimación». Existe sustitución procesal cuando, en virtud de la especial autorización legal una persona (sustituto), puede deducir en el proceso derechos ajenos (del sustituido), accionando, no en nombre del titular de los derechos que se dilucidan, sino en su propio nombre. La tesis sustitutoria, aplicada al problema que nos ocupa, parte de la titularidad del derecho de los alimentos en la persona del alimentista ‑con respecto, por tanto a todos sus elementos reguladores y causas de extinción‑, y de la existencia de una facultad procesal de exigirlos para él en la persona del otro progenitor, en virtud de la evitación de un perjuicio patrimonial propio. Pero también permite entender, en atención a la causa sustitutoria tenida en cuenta por el Legislador, que mientras se den las circunstancias del artículo 93.II el progenitor conviviente con el hijo tiene un derecho propio a ejercitar la acción derivada de la norma. No altera la cualidad extrínseca de las partes del proceso matrimonial ‑porque la acción corresponde al cónyuge‑, no pone en duda la titularidad del derecho de alimentos reclamado ‑que pertenece al hijo mayor de edad‑, y lo que es más importante: La existencia de un sustituto en la acción procesal derivada de un derecho ajeno no obsta para entender que ante la pretensión de supresión o modificación de tal derecho, existirá litis consorcio pasivo necesario entre el progenitor demandante y el hijo titular.

Es comúnmente admitido que para que se produzca la sustitución es preciso que una norma legal la autorice, pero dicha autorización puede ser expresa o cabe deducirla de los términos en que se presenta el objeto litigioso frente a los legitimados en la relación jurídica sustantiva. Otra segunda cuestión es si será necesario el apoderamiento del titular del derecho.

En cuanto a la primera, basta que se deduzca de los términos en que se presenta el objeto litigioso, como sucede en el artículo 93.II del Código Civil, en que se introduce la fijación de alimentos a sujetos plenamente capaces de obrar en un proceso en el que las partes quedan limitadas a los cónyuges. La deuda alimenticia de los padres a favor de los hijos mayores de edad se inscribe dentro de la categoría obligacional de los alimentos debidos entre parientes, basado en vínculos de filiación. Esta regulación no añade nada a la regulación establecida para dicha relación obligacional en los artículos 142 y siguientes del Código Civil, por ello la norma remite a dicho precepto.

En cuanto a la segunda cuestión ‑referente a la intervención del sustituido‑ la ley al conceder una legitimación extraordinaria está concediendo al sustituto el derecho a solicitar la tutela jurisdiccional de sus propios intereses. El hecho de que al pedir esa tutela, los actos lo haga tomando como referencia una relación jurídica material de la que él no es titular, no comporta otra exigencia que la de probar la concurrencia de dos tipos de hechos: a) La existencia del supuesto base de la norma expresa que autoriza la sustitución (esto es la convivencia con el hijo mayor de edad o emancipado y la carencia de recursos económicos propios, y b) la relación de fondo existente entre el sustituto y el demandado (procedencia de alimentos conforme al artículo 142 del Código Civil)."

Alimentos a los hijos
ALIMENTOS EN EL DIVORCIO
· Sentencia Civil núm. 705/1997 de la Sec. 12_ de la AP de BARCELONA.
"...QUINTO.‑ Igual suerte desestimatoria, han de correr los motivos de recurso aducidos por la representación procesal de la esposa, por no concurrir los presupuestos legales exigibles para la concesión de las medidas económicas que postula, y ello atendiendo a los siguientes elementos de valoración.

En orden a la pensión alimenticia, por cuanto la misma presupone la existencia de un vínculo familiar, creador de derechos y obligaciones que descansaría en el derecho‑deber de mutua ayuda que contempla el Art. 67 en relación con el 143, todos ellos del Código Civil, sin que esté demás añadir que, únicamente puede ser acordada en los procedimientos de separación, y nunca en los de divorcio, y al amparo del Art. 91 del Código Civil, al referirse a las medidas en relación con las cargas del matrimonio, que expresamente hace referencia entre ellas a los posibles alimentos entre cónyuges, derivados de la referida obligación de ayudarse mutuamente, de tal manera que habiendo resultado acreditado en el presente supuesto que la esposa tiene sus necesidades vitales cubiertas ‑pues no puede resultar ajeno que se admitió por la representación procesal de la esposa en virtud de la contestación a la demanda reconvencional que por lo menos venía trabajando los sábados en el Bar «Constantino» de la localidad de Sitges, y está viviendo en una casa propiedad de su madre‑, mal puede hablarse de necesidad de auxilio económico."
· Sentencia civil núm. 195/1992 de la AP de Navarra 
SEXTO.‑ De otro lado, y en lo relativo a la pretensión de la parte actora de que se revoque la sentencia recurrida en cuanto se declaró en la misma la ratificación de las medidas acordadas en el Convenio de 20‑7‑1981, y en concordancia con lo que se desprende del anterior fundamento de derecho, considerando que no cabe examinar en este procedimiento por razones de congruencia, y siendo cuestión nueva la relativa a la validez o nulidad de dicho convenio, siendo ello objeto de otro procedimiento, y en cuanto tal «ratificación» contenida en la sentencia de instancia parece conllevar un pronunciamiento sobre la validez del tal convenio, en base a ello procede estimar el indicado recurso de apelación interpuesto por la actora en el sentido de revocar la sentencia de instancia en cuanto dispuso su ratificación, manteniendo tal resolución, en cuanto decretó el divorcio que se solicitaba; y sin que proceda acordar medida alguna consecuencia de tal divorcio, al no solicitarse por la parte actora ni pensión por contribución a las cargas del matrimonio, ni pensión compensatoria ni ninguna otra medida, si bien, en lo relativo a la pensión en concepto de alimentos fijados en favor de la hija común del matrimonio en la sentencia de instancia, pudiendo acordarse tal pensión al amparo de lo dispuesto en el Art. 93‑2.º CC, y no habiendo sido combatida por ninguna de las partes en esta alzada, habrá de ser mantenida la misma, al igual que procede mantener, por idénticos motivos, la medida de embargo dispuesta en la sentencia apelada; debiendo confirmar, en definitiva, la sentencia indicada en los extremos relativos al divorcio dispuesto y a la pensión y embargo acordados en la misma, revocándose tal resolución en el particular relativo a la ratificación antedicha."
ALIMENTOS A LOS HIJOS A CARGO DE LA ESPOSA Y EN BASE A LA SOCIEDAD DE GANANCIALES NACIDA DEL SEGUNDO MATRIMONIO DE ÉSTA.
· SENTENCIA de 15‑1‑1999, núm. 11/1999 (1999\242 ). Recurso de Apelación Civil núm. 412/1998 de la Sec. 1_ de la AUDIENCIA PROVINCIAL DE ALAVA.

"PRIMERO.‑ La esposa recurrente y promoviente en la instancia del presente incidente de modificación de medidas combate la sentencia de primer grado en un único punto objeto, a su vez, de la prosperabilidad respecto de la demanda reconvencional formulada por el esposo y consistente en la obligación impuesta a la esposa, casada en segundas nupcias, de sufragar una pensión alimenticia a los dos hijos habidos de su anterior matrimonio quienes quedaron al cuidado del esposo, solución adoptada por el señor Magistrado de instancia en la consideración de que dicha prestación alimenticia podía ser posible con cargo a la sociedad de gananciales nacida de este segundo matrimonio de la recurrente. Su dirección letrada, en una prolija y exhaustiva exposición, vino a impugnar la interpretación realizada por el Juzgado de instancia respecto del Art. 1347 CC que muy concretamente reputa como bienes gananciales en su núm. 1 a aquellos obtenidos por el trabajo o la industria de cualquiera de los cónyuges, razonando en primer término que el motivo que indujo al esposo a promover el incidente no lo fue en base a unos supuestos ingresos gananciales de la segunda unión de la recurrente, sino en la creencia de que ésta poseía ingresos propios, para continuar argumentando la ausencia de pruebas en cuanto a la existencia de tales ingresos privativos, aseverar seguidamente la no acreditación del carácter ganancial de los ingresos generados por la industria del marido y concluir en el sentido de poner de manifiesto la ausencia de justificación en cuanto a que una persona haya de alimentar a los hijos de otra, así como también en el de la no advertencia de cambio relevante de circunstancias que justificara la promoción del incidente. Frente a ello, la íntegra argumentación dirigida por la parte contraria a la impugnación del recurso vino en exclusiva a pivotar en torno a lo preceptuado ex Art. 1362.1ª.2 CC en los términos que seguidamente pasamos a exponer.

SEGUNDO.‑ Expuesta de esta forma la cuestión sometida a debate, cabe anticipar cómo la supuesta modificación de las circunstancias a las que alude el Art. 93 CC en las que el actor reconvencional vino a sustentar su pretensión de alimentos a favor de los hijos estriba, en efecto, en el hecho de que su ex esposa había contraído nuevo matrimonio, dedicándose junto con su esposo a la explotación de un negocio propiedad de aquel del que razonablemente se presumían una serie de ingresos.

Visto ello, debemos asimismo recalcar la patente irrelevancia en orden a las distintas consecuencias que la recurrente pretende extraer según que aquélla contribuyera efectivamente en el negocio de su cónyuge con su trabajo personal ‑hecho de otra parte que ella niega‑ o que, en su caso, se dedicara en exclusiva a las tareas del hogar tal y como afirma. El cambio de circunstancias que justifica la promoción del incidente de modificación lo constituye en sí mismo el hecho no del nuevo matrimonio de la esposa en sí mismo, sino el de haber pasado a formar parte de la sociedad de gananciales constituida por efecto de aquél. Por otra parte, las alegaciones de la recurrente hechas en el sentido de no estar probada la constitución de tal sociedad carecen de todo sustrato razonable ya que, de un lado, parece obviar la presunción de ganancialidad, sin perjuicio de que, además, la ausencia de constancia en orden a que los cónyuges hubieran contraído matrimonio bajo otro régimen ‑lo que ni tan siquiera refleja el Libro de familia al no aparecer en aquél alusión alguna a la existencia de capitulaciones matrimoniales, folio 38‑ viene a corroborar sin ningún género de dudas el carácter ganancial de la sociedad matrimonial.

TERCERO.‑Así las cosas, es el propio Art. 1362 del CC el que confiere tratamiento específico a aquellos supuestos de obligaciones alimentarias con cargo a la sociedad de gananciales respecto de hijos de uno solo de los cónyuges, siendo taxativo y fuera de toda duda que tanto las obligaciones propiamente alimentarias como aquellas otras derivadas de su educación lo serán con cargo a la sociedad ganancial, si bien en el supuesto de que dichos hijos no convivan en el hogar familiar ‑cual acaece en este caso al permanecer bajo la custodia de su padre‑ dichos gastos serán colacionables al momento de su liquidación al expresar el párrafo 2º de su causa 1ª que los gastos derivados de estos conceptos deberán reintegrarse al momento de la liquidación de la sociedad ganancial. Es por ello por lo que ante el indudable carácter ganancial de las rentas obtenidas por el trabajo o industria de cualquiera de los cónyuges ex Art. 1347.1º CC procede el rechazo del recurso y, en su consecuencia, la ratificación de la resolución sometida al mismo."
CONVIVENCIA DE CADA HIJA CON CADA UNO DE ELLOS
Teoría de la Igualdad de Cargas
· SENTENCIA de 10‑9‑1998 ( 1998\6541 ). Rollo de Apelación Civil núm. 1646/1997 de la Sec. 22_ de la AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID

"PRIMERO.‑ En el acto de la vista la parte apelante‑demandante, con revocación de la sentencia de instancia, ha interesado el uso de la vivienda para él y para la hija que está bajo su custodia; subsidiariamente ha interesado el uso alternativo de la misma o la no atribución de dicho uso; afirmó que concurría un preferente interés pues la hija menor convive con él.

La demandada, también apelante, con revocación de la sentencia, ha solicitado que no se señale obligación de pago de pensión alimenticia para ninguno de los cónyuges para que cada cual afronte los que corresponda a la hija que, respectivamente, tiene a su cargo.

SEGUNDO.‑ La pretensión que trae a la alzada el actor en la litis, sobre uso de la vivienda ha de resolverse a la luz de la doctrina y jurisprudencia aplicable al caso y al amparo de lo que señala el Art. 96 del Código Civil, en orden a la conveniencia de atribuir la vivienda a los hijos menores y al cónyuge en cuya compañía queden, lo que en principio no reviste mayor dificultad para que ello sea así, siempre que este presupuesto se cumpla, lo que no ocurre cuando los hijos, aun siendo mayor alguno, como es el caso, viven con sus padres y son dependientes de los mismos, porque aún se encuentren en fase de estudio y de formación, por lo que la circunstancia relativa a la custodia de una menor aún no es motivo determinante para asignar el uso de la vivienda, sí ambos progenitores comparten el deber de convivir con los hijos y de contribuir con el sustento de los mismos.

No se discute por la esposa la guarda y custodia que ya ostenta sobre la hija menor desde mayo de 1995, pero si se opone a que cese el uso que tiene asignado sobre la vivienda y con fundadas razones, como resulta de la convivencia de ésta con una hija, Silvia, que aun siendo mayor está en fase de formación, lo que no se ha discutido por el padre de ésta; es obvio que dada la fecha desde la que esta hija está con el padre, sin que éste haya interesado antes tal derecho, teniendo en cuenta que las necesidades de alojamiento están ahora cubiertas para dicha hija y el actor, que viven en el domicilio de la abuela paterna y las posibilidades económicas de aquél, no parece que haya motivo alguno para modificar y alterar el derecho de uso de la vivienda, ni tan siquiera a modo alternativo según la pretensión subsidiaria, lo que no conviene a las hijas, e interesando, incluso, la no atribución del uso, no parece acreditar el actor el interés preferente que dice ostentar para tal asignación. Tal motivo, por ello, debe decaer.

TERCERO.‑ Tampoco puede tener acogida la pretensión de la demandada, aunque por otros motivos que vienen referidos fundamentalmente al principio de seguridad jurídica y en razón al interés a proteger que afecta a las hijas que necesitan de los alimentos de sus padres en los términos previstos en los Arts. 142 y siguientes del Código Civil.

Cierto es que parece un contrasentido el señalar a cada progenitor la obligación de prestar pensión alimenticia para la hija que no convive con cada uno de ellos, pues parecería una correcta solución aplicar la teoría de la igualdad de cargas para ambos y por razón de la compensación, dado que el «quantum» de la pensión alimenticia para las hijas es idéntico, suprimir judicialmente tales prestaciones.

Pero no es así si tenemos en cuenta que la sentencia dictada, con tal pronunciamiento que ahora discute la demandada, propugna una solución de futuro en aras a proteger el interés de las hijas, quienes en un momento determinado, o ambas o una de ellas, pueden gozar de independencia familiar y económica, de modo que ello avocaría entonces en una desigualdad a favor del progenitor que en ese instante conviva con la hija que consigna tal independencia y no exija legalmente el sustento de sus padres.

 
Lo anterior fundamenta el mantenimiento de tales prestaciones, y no impide ahora en fase de ejecución de sentencia, y mientras continúe la situación actual, de dependencia familiar y económica, aplicar tales criterios compensatorios para no exigir la prestación por los alimentos ordinarios de las hijas.

 En todo caso se ajusta a criterios de proporcionalidad y equidad las cantidades fijadas en atención a los medios e ingresos con los que cuenta cada progenitor, ambos con capacidad y solvencia económica suficiente, conforme a los Arts. 145 y 146 del Código Civil.

CUARTO.‑ No obstante desestimar el recurso de apelación interpuesto, de conformidad con lo prevenido en el Art. 896 de la LECiv, dada la naturaleza del pleito y circunstancias que en el mismo han concurrido, no se hace especial declaración sobre condena en las costas causadas en esta alzada."
IMPAGO o REDUCCIÓN  DE PENSIÓN EN VERANO
· Sentencia de la AP de Guipúzcoa de 22/2/95, nº 189/32:
"La Audiencia Provincial estima parcialmente el recurso de apelación interpuesto por el demandado contra la sentencia de instancia, revocándola parcialmente en el sentido de reducir la cuantía de la pensión por alimentos con cargo al padre a 40.000 pesetas, al no contemplar la sentencia recurrida el hecho de que los gastos de transporte y escolares no se producen en los meses de verano, lo que determina una reducción de la pensión establecida".
NUEVOS HIJOS Y SU INCIDENCIA EN LA REDUCCIÓN DE LAS OBLIGACIONES RESPECTO DE SU ANTERIOR FAMILIA
· Sentencia de 17‑7‑1998, n. 214/1998(1998\6125).Audiencia Provincial de Córdoba
"...En el caso de haber hijos en una pareja no matrimonial, no existe duda sobre el derecho de estos a un tratamiento equiparado, dado el reconocimiento por ley de la absoluta igualdad de los hijos ante la ley, sean estos matrimoniales o no, con los posibles hijos que cualquiera de los progenitores haya tenido en su matrimonio, esté o no disuelto este vínculo matrimonial, y dado que los hijos no matrimoniales pueden haber nacido como consecuencia de relaciones no estables o en el seno de una "unión de hecho", equiparable a la unión matrimonial, la única diferencia es que el tratamiento procesal de los supuestos, aunque los derechos sean iguales, puede ser distinto en uno y otro caso, según la vía jurídica por la que se opte para el reconocimiento de los derechos.

Así un derecho de alimentos para un hijo no matrimonial podrá reclamarse a través de un juicio verbal de alimentos de los Arts. 1609 y ss. LEC o de la pieza separada de medidas en un expediente de reclamación de filiación para un supuesto de relación no estable, o a través de la demanda de juicio de menor cuantía y medidas provisionales ajenas o la demanda incidental prevista en la disposición adicional 5ª de la Ley 30/1981, de 7 julio (RCL 1981\1700 y ApNDL 2355), fórmulas posibles, según la doctrina y que de hecho se vienen dando en la práctica judicial.

Con independencia de lo dicho, es evidente la igualdad absoluta de los hijos nacidos de una unión de hecho, con respecto a los matrimoniales, dada la claridad del Art. 39 CE (RCL 1978\2836 y ApNDL 2875) que asegura la protección integral de los hijos ante la ley con independencia de la filiación; por lo tanto en cuanto a los hijos cabe sostener la necesidad de aplicación de un mismo régimen jurídico sin introducir en modo alguno desigualdades, cuya naturaleza discriminatoria sí sería incuestionable.

En base a estos postulados, la doctrina es coincidente en aplicar en relación a los hijos no matrimoniales, los efectos que el Código Civil desarrolla para los matrimoniales en los Arts. 90 a 96 en el Capítulo IX del Título IV que se denomina "De los efectos comunes a la nulidad, separación y divorcio". Estos artículos, como es sabido, se refieren, además de a los alimentos, a la guarda y custodia, la patria potestad, las visitas y vacaciones y al uso y disfrute del desarrollo conyugal, y deben aplicarse analógicamente a supuestos como el analizado, en base al Art. 4.1 CC que señala dicha aplicación analógica de las normas cuando éstas no contemplen un supuesto específico pero regulen otro semejante entre los que se aprecie identidad de razón.

Los Arts.. 92, 93, 94 y 96 relativos a las medidas judiciales sobre cuidado y educación de los hijos, patria potestad, alimentos, visitas y vacaciones y uso y disfrute del domicilio son perfectamente aplicables a los conflictos surgidos como consecuencia de la ruptura de la convivencia no matrimonial en lo que respecta a las medidas que hayan de acordarse judicialmente en relación con los hijos.

"...Esta última cuestión (nuevo matrimonio y nuevos hijos) y su incidencia en la reducción de las obligaciones respecto de su anterior familia ha merecido distinto acogimiento por los distintos tribunales al resolver sobre pretensiones de disminución de las pensiones, existiendo al respecto diversas posturas, desde la mantenida por un sector de Audiencias Provinciales como Valladolid, S. 8 marzo 1986; Albacete, S. 21 enero 1991; y Madrid, 13 noviembre 1992, que propugna que como las pensiones económicas de todo tipo han de estar siempre  en relación con las posibilidades económicas y necesidades del obligado a prestarlas, es evidente que si la familia a la que tiene que atender el obligado aumenta con el nacimiento de nuevos hijos, se ha producido un hecho nuevo que altera una situación preexistente de forma sustancial y que deben modificarse las medidas antes adoptadas para que los nuevos hijos, que según la Constitución deben de gozar de idéntica posición que los anteriores, puedan ser asistidos debidamente en sus necesidades por su progenitor, aunque ello imponga una rebaja, eso sí, mínima en las prestaciones que los anteriores hijos recibían, hasta la postura contraria sustentada por las Audiencias de Granada, S. 24 enero 1990; Palma Mallorca, 17 diciembre 1990 y Valencia, 21 julio 1994 que sostienen que el nacimiento de nuevos hijos producto de la unión con otra persona no pueda "per se" significar una alteración sustancial en la situación anterior, habida cuenta de que si bien es cierto que el padre tiene perfecto derecho a organizar su vida sentimental, oficial o extraoficialmente con otra mujer y tener hijos con ella para los que tiene también obligaciones, no lo es menos que el cumplimiento de las mismas no puede ir, en principio, en detrimento de las obligaciones que tiene respecto a la primera familia, especialmente si se tiene en cuenta que esa nueva situación no ha devenido de forma obligada sino voluntaria y por supuesto consciente de las obligaciones anteriores; no faltando, finalmente, posturas intermedias que tratan de conciliar todos los intereses en juego y que parten de que, en términos generales, debe considerarse que el nacimiento de nuevos hijos del progenitor alimentante, en cuanto conlleva un notable e ineludible incremento de gastos y la consiguiente reducción de los medios económicos disponibles (Art. 147 CC) constituye una alteración sustancial de las circunstancias con aptitud para justificar la modificación de la prestación judicialmente acordada en favor de los descendientes habidos con anterioridad (SSAP Toledo 27 noviembre 1993 [AC 1993\2346] y 21 marzo 1994). Sin embargo en este tipo de situaciones, en las que pueden entrar en conflicto el derecho del progenitor a constituir una nueva familia tras la crisis conyugal, así como el principio de igualdad entre los hijos (Art. 39 CE), con la necesidad de que cualquier medida económica o alteración en la misma que se adopta respecto a los hijos ha de ser en beneficio o interés de los mismos (Art. 92 CC), sin que puedan verse perjudicados en sus derechos asistenciales, derivados de la relación paterno‑filial, como consecuencia de la ruptura habida entre sus progenitores, obliga a ponderar y conciliar en la medida de lo posible los intereses en juego, tomando en consideración, por un lado, el carácter libre y voluntario, y por ello responsable, que reviste el aumento de las necesidades familiares, decidido y objeto de atención por parte alimentante, y, por otro, la exigencia de que no se ponga en peligro la subsistencia y educación de los descendientes que tienen reconocido un derecho de alimentos.

Criterio este último seguido por la SAP Murcia 5 mayo 1993 al entender que si bien es cierto que la creación de un nuevo núcleo de convivencia surgido como consecuencia del nacimiento de otro hijo, fruto de la unión matrimonial con otra mujer, constituye un acto admitido voluntariamente por el padre con la consiguiente obligación de asumir todas las consecuencias que de ello se deriven, es igualmente cierto también que los derechos del nuevo descendiente son idénticos a los del hijo que tiene reconocida su pensión alimenticia y que, en modo alguno pueden resultar mermados en favor o beneficio de uno u otro, como resultado del lógico y natural aumento de las obligaciones del hoy recurrente, de ahí que se exija a quien pretende obtener esa modificación de la pensión alimenticia la prueba cierta y veraz acerca de ese nuevo orden de cosas y los perjuicios que realmente se le ocasionan con el mantenimiento de las correspondientes medidas.

En efecto la obligación de prestar alimentos recae tanto en el progenitor no custodio como en el que tiene atribuida la guarda del hijo, si bien es cierto, que habitualmente en las sentencias y en los convenios reguladores, no se hace mención expresa y cuantitativa de los alimentos que debe prestar el progenitor que asume la custodia del hijo, sin embargo, ello no quiere decir que quede exonerado de tal obligación de alimentos, ni por supuesto, que el hijo deba ser alimentado sólo con lo que percibe por pensión alimenticia. Muy al contrario, al cuantificarse la pensión alimenticia del hijo deben tenerse en cuenta todas las circunstancias que afectan a ambos padres y al hijo, estableciéndose así una proporción entre los ingresos de aquellos y las funciones que el progenitor custodio tiene que asumir, ya que es evidente que la custodia y convivencia del hijo suponen unos cuidados, gastos y desvelos que aunque no se pueden cuantificar económicamente, se consideran como una suerte de prestación de alimentos en el seno de la vivienda familiar a través de la permanente dedicación al hijo.

Resultará absurdo, dice la doctrina más autorizada, que en una sentencia se estableciese la obligación del progenitor custodio de pagarse a si mismo una pensión alimenticia destinada al hijo que convive con éste, razón por la que cuando se fija la pensión alimenticia, independientemente de tenerse presente que el progenitor custodio asume las funciones que hemos indicado anteriormente, también se tiene en cuenta los ingresos de ambos cónyuges estableciéndose así una proporción entre los ingresos de éstos y lo que se estima necesario para atender las necesidades del hijo. Esta proporción puede alterarse, bien por aumentar o disminuir los ingresos del progenitor no custodio o bien por producirse igual tendencia en los ingresos del progenitor custodio. Dicha alteración si es sustancial puede exigir una revisión de la proporcionalidad originaria, para atemperar el importe de los hijos a las nuevas circunstancias."

· SAP Toledo de 14-6-00
Reducción de pensión alimenticia por nacimiento de un nuevo hijo, fruto de una segunda relación afectiva. Alteración de las circunstancias y conciliación de los intereses en juego.
